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nes fácticas, en la asignación de consecuencias Jurídicas o 8D
ambas cosas. El primer paso qe tal ju1c10 es. claro estA. el de
la determinación precisa dd plltCepto que orig1na la; presunta
desigualdad ., una manera abreviada da llevarlo ". efecto f,
la de contrastar tal precepto. con la'norma general, al1a hay.
raspe.eto de la que le establece 1& dllerenpla. En la senten.c1a
de la que disiento ni 'se lD.~Iv1dual1za correctamente. en' mi
opinión. la norma: presun,tamente diferenciadora. ni, una vez
individu'aUzada. se -la contrasta con norma a)¡una. sino con
-un principio extra1.do por inducción .incompleta de algunas de
las normas a considerar.

La cuestióD de inconsUtu.clonaUdad le circunscribía, es
cierto, al incllO final del apartado a del articulo 28 de la
Ley de Derecho Pasivos. pero ese precePto (.sln que tampoco
el que hubiera .ido Jubllado por. esta causa -esto es, poi' in..
capacidad permanente. por üiutllldad flslea o debilitación
apreciable de facultades- pueda rnejorar de clasificación por
servicios prestados o. h..per~ percibidos con. posterioridad ,..
la .fecha de su primera _JubUación_) no hace alno aplicar &
las Jubilaciones producldaa· por una determ1nada causa la nor­
ma que, con· can1cter ¡eneral, para tod:a Jubilación, con inde.­
pendencia de su' causa. se eatablece en el apartádo 1 del mis..
~o articulo (.la Jubilación constituye.... efectos pasivos, la
separación definitiva del funcionario r. por tanto, si el lubi..
lado volviese al servicio activo pot cualquier causa, no ad..
qu1r1r' derecho alguno .. ·melorar su anterior clasificación
por razón de' los nuevos senicios prestados o haberes rec1bi-

. dos_l. En la sentenci~. ae sostiene que la 'jubUac1ón por Inca-­
pacldad permanent~ -no tiene propi~mente el carácter de una
separación definitiva del -funcionario:.. dado su carActer de
revisable· en cualquier tiempo_, &ffrmact6n que tal vez sea
correcta, aunque sil). duda contrar1:a &1 ·tenor Uteral del ar..
1fculo 28, que no hace ninguna salvedad en su frase Inicial,
pero que en nsor no ofrece base alguna para dar una consi­
deracióndistinta a loa dOS" apartados del mismo articulo el
primero de IQs cuales, oomo acaba de le:ft.alarse, contQmpla
1ustamente la posibilidad (pneral, respecto, de cualquier clase
de 1ubUación) de. que, pese a· haberse produCido 'la separación
•deflnitlva_ del eervicio., le vuelva a él, posibilidad que es
seguramente excepcional. pero no .mú excepo1onal (aunque
lal vez m'" Infrecu~ntel-que la revisión de una incapacidad
.permanente_. La norma a oons1derar ha debido ser, en COD-.
a~uencia. no la contenida' en el articulo 28.2. lino la sené:..

,

. Sala Segunda. Reeur,o de tunparo nJ1mero i7811981.
Sentencia de 1,1 d4 noviembre da 1981. ,-

La Sala Sel'Unda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Pres dente, y don Francisco
Rublo' Llorente. don Francisco Tomu y. Vallente, don Plácido
FernAndez Vi8l'as y don Antonio, Truyol Serra, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la .iguiente

SENTENCIA

En el· recurso 'de amparo promovido por 'don Leonardo Alva­
feZ Alvarez, representado por el Procurador don Carlos Zu­
lueta Cebrlán, bajo la du.occlón del Abogado seftor Paniagua.
contra sentencia pronu.Iietada pOr la MllI'istratura de TraDajo
número -1, de ~n, el7 de· mayo del do. actual, en proceso
laboral se""ldo a instancia del 1'OC1ImliDte contra el Instituto
Nocional de la· Salud, ,. el Abogado del Estado por sanción
di!JCipllnar1a impuest4 a aquél ., en el que haJÍ comparecido
el MinIsterio Fiscal. el Abogaao del Estado y el Instituto Na­
cional de la Salud. representado por el Procurador .don Julio
Padrón Atienza ., con la dirección letrada del sedor PelAez
Nieto, siendo ponente el Magistrado don Antonio 'rruyol Serra_

I_ ANTECEDENTES

1. El Procurador dOn Carloe- ZuJueta CebriAn. en represen­
tación de don Leonardo A1varez. Alvarez, Presentó en este
TrIbunal Constitucional el • de luUo 1I\tlmo demanda de amParo
sollcitando .la nulldad de la· ..nMnela pronunciada Por la
Magistratura de TrabaJo en el proceso eepido por- el recu­
rrente contra el Instituto Naclonal de 1& Salud, referente a la
sanción dI.clpllnarla c¡ue 10 habla .Ido impUesta en su caUdad
de Médico de la Seguridad SocIaI_ Los fuDdame"tos féctlcoe
de la demanda IOD los Itguientest al el recurrente fue sancio­
nado ¡>or 'la Administract~ en Yirtud de resoluetón de 28 de
octubre de 1980. como autor de cuatro faltas I't'&VeJ previstas
en lo. apartados el. el. JI y fl del ndmero 3 del articulo 86·
del Estatuto Jurídico para el Personal Médico de la Seguridad
Social, aprobado por Decreto de 23 de diciembre de 1986, a
tnls meses de Juspensión de empleo y aueldo ., Pérdida de
cinco di.. de remuneración; b) ,Preria recIednación .ante la
Administración se demandó ala m1sma ante 1& Maslstratura
de Trabajo de León solicitando que se dejasen .sin efecto las
sanciones impuestas o, en otro caso con sanci1n que no fuera
de sJ18pe.nslón d. empleo 7. aue~doj o) 1& lIe~teDcla de 1& Maai&-

rica.. cont~nida en el articulo 28.1. 7. ello. no por uso de la· fa.. .
cultad c¡ue el articulo 38 de la Ley Orgf.Dlca. del TrIbunal
COnstitucional da •. este Tribunal para atender la declax.
0160 ·de invalidez de un precepto ... otros de 1& ml.ma Ley por
vía de conexiÓn o qonsecuencia. sino· por ,exJ.aencla 16sfoa.
por la .Imple· razón de que el apartado a' del articulo 28 no·
hace sino aplicar el prtnc1pto general del apartado 1 ... aU4
puestos concretos, pero de idéntica naturaleza.

. Habién,dose det-erminado· asi defectuosamente el 'Precepto en
donde la vlolació" del prinCipio de Igualdad se or1J<iDa¡ si tal
violación existe. Se acude para contrastar tal violac 6n, al
contraste de eSe precepto, no con~ otro, sino con un
principio alcanzado por InducclóD jmpei1ecta 7. pOr tanto. ea­
onte de . valor como punto de. referencia.- El «ter.tium, compa..;
ratlonis. necesario~ determinar al es o D.O discriminatoria
la norma aplicable ~ quienes, habiendo eltado 1ubilados por
incapacidad permanente, vuelven al aervtclo. es la norma apIl­
caole • toc:Jos los lubilados .., esta Jlorma ·es. como acaba de
sedalar.se, ,precisamente idéntica a la· tenida como dlscrimlna...
tona. Se sienta.entonces la &.flrmacióJi. de que. & quienes ,e
jubilan por otra· razón -le serin tomados eD 'conslderación­
todos lOs aftos de servicios efecUvos pre.t&dos, en la forma
determinada por 1& Ley_. af1rmad.ón que. Ié hace, derivar del
.artículo 25 y concorcll\Dtes_ de la Ley de Derechos Pasivos.

· La afirmación es, también en' este easo, correcta, pero el raza- .
na.miento que sigue olvida que entre los artículos concordaD"
tes con el 25 se encuentra justamente er 28 que, con carie-­
ter senbral, determina que los únicos servicios efectivos que
se toman en cuenta son' los prestados Con anterioridad a la
Jubilación, sea cual fuere ·la naturaleza. la calidad o Ell Utulo
Jurídico. de los prestados con pOsterioridad a aquélla.

Puede discu tirse 1& técnlca. de configurar una forma de fu"
bUación que es, a·1& vez, separaci6n definitiva del sérviclo. y
situación revisable y puede discutirse la justicia' de una norma
que impide. que quienes. habiéndOse tubUado del servicio al Es­
tado por una cualidad, vuelvan después a servirlo en esa·misma
u otra distinta, se beneficien a la hora de'h, Jubilación definitiva,
'Con la mejora de 'P9nstón que resultada del cómputb' de esos .
atrás servicios, pero nada de eso eataba en' cuestión en el pra- ..
sente asunto. smo sólo la existencia de una violación del prin"
c1p:lo de igualdad que. a mi IUicto,no puede sostenerse por
las razones expuestas. . " ,'. '

Madrid a doce de noviembre de mil novecientos ochenta
y U;fl0.-Franclsco Rubió Llorente.-Flrmado y rubricado.

tratura acepta la ca'ificacióD de las .faltas pero entendiendo
que el apartado Q) del articulo t17 del Estatuto Jurídico para
el Personal Médico de la Sesuridad Social quedó \ derogado
como consecuencia del articulo- 58 aparlado 3 del Estatuto ele
los Trabajadores, que prohibe imponer -.oetones consistentes
el\ multa.de haber, dejó ,sin efecto dicha'sanción sustituyéndola
por la de amonestación; d) la sentencia, en su-COnsiderando.
&'Undo. dice que de conformidad con lo dispuesto en los articu­
las t!IT y 68, las únicas sanciones que pueden imponerse por las .

,faltas cometidas son las de los apartados b) y e) del prfmero
de 105 preceptos citados, por lo que: quedando derogado el
apartado b) del articulo. fR, la única sanción preVista Para 1..
faltas comeUdas es la de suspenstón de empleo y sueldoj e) el
Estatuto. de Jos Trabajadores es muy posterior al tiempo en que
ocun1eron Jos hechos.· ., .

2. Los· fundamentos Julidlcos de " demanda son los sil'Uien..
tes: a) la sentencia que se recUITe en amParo constitucional
Yiola el artíCulo 2S' ,de la Constitución Espa1iola en relación
con el 9.3 de la misma; bl es un principio proclamado desde
antes de- 1& visencia de la CE el de la irretroaotiVidad de las
normas sancionadoras en perjuicio de loa sancionados: c) en·.,

· el pt:'esente caso se ha aplicado reti'oactivamente en perjuicio
·del sancionado el número 3· del. artículo 58 del Estatuto de los
Trabajadores, pues lá sentencia ha· 8Iltendido qUe no ·podía
aplicars.. la sanción·prevista en el articulo 87. b) del Estatuto
pJ'1'a el Personal Médico daOla Seguridad Social. Impldlelldo
por ello la aplicación de la sanción de pérdida de haberes Y
dejando sólo como sanción de posible imposición la de 8uspen4
ai6n de empleo.-y sueldo; d) 1& lentencla recurrida ha vulne-·
rado el principio de Irretroacllvldad 7 una· ...... anulada podrfa
verse el recurrente Ubre de 1& sail016n -mAl: &!'&vey IUltituidas
,éstas por las inferiores en Il'avedad,.. ..

3. .La Sección T8:rc~ d.e este Tribunal Constitucional admi4
tl6 la demandá y dispuso lo establecida en el art~eulo 51 de la
LOTC. Han comparecido en tiempo ., forma el Abogado del
Estadoo el MinlsterlQ FIscal y el ID8tItuto Nacional de la Salud.
y a todos ell06, y. al recurrente, 8& dio audiencia poniéndoles
de m~lfiestQ 1&1' actuaciones por plazo oomdn de veinte dial
Para alegaciones. ,Han presentado 'UI. alelaciones todos eUos
en 'iempo y forma. . . .

4. 1!1. demandante discurrió ... tu escrito de alegaclQDe8
respecto de los stgujentes puntost al el recursO es adinisible Y
debe entrarse en el foncio de 1& cuestión; 1)) procede estimar e~
recUI"SO en cuanto lU1 fondo. pues el objeto de este recurao de
amparo es distinto al obltto del proceso laboral. y la sentencia
recaída vulnera un derecho consUtuclonal adt>mAs de vulnerar
la disposición transitoria primera, pérr&fo' eegundo, del Estatuto
de los TrabafadQr8s. Por 10 que se refiere .. 16' vulneración
constitucion~l, enttend, el recurrente qua la. sentencia aPlica"
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retroactivarnente una norma sancionadora en pprjuicio del san­
cionado; lo que constituye violación de los artículos 9.3 y 25.1
de la CE. "

5. El Ministe"rio Fiscal se opuso a la demanda de amparo
alegando lo siguiente: al la Constitución aborda la cuestión
de la retroactividad en los articulos 9 y 25.1; en el 25 se consa­
gra un derecho que tiene protección jurisdiccional en la vía
de amparo; b) la vulneración del ártfculo 9.3 de la CE no tiene
la protección del amparo constitucional. En este punto se invoca
la sentencia de esta Sala de 30 de marzo actual; c) el artículo
25.1 no permite otra cobertura que la defensa contra la condena
., sanción por acciones u omisiones que en el momento de
producirse no constituyan infracción adminif,trntiva; todos los
demás aspectos referentes a la retroactividad o irretroactividad
tienen que ser analizados y valorados en el marco juridico del
arUculo 9,3 y cuyas derivaciones procesales y jurisdiccionales
no pueden tener aceso al recurso de amparo; d) el demadante
ejercita una pretensión de 'reconocimiento y preservación de
derechos constitucionales que no son los previstos en el artícu­
lo 53.2; e) en realidad no hay problema de retroactividad, pues
la convicción del Magistrado de Trabajo sobre la vigencia de
la norma prohibitiva del Estatuto de los Trabajadores sólo ha
tenido valor operativo para sustituir la sanciÓn de pérdida de
remuneraciÓn por la cualitativamente mM benigna de amones­
tación; en los restantes supuestos, la presunta convicción del
Magistrado de Traba10 sobre la aplicabilidad del articulo 58.3
del Estatuto de los Trabajadores en nada a,ltera .la virtualidad
práctica del fallo. Por estos fundamentos el Ministerio Fiscal
solicitó se dicte sentencia desestimando la demanda con impo-
sición de costas al actor. .

6. El Abogado del Estado también pidió que se desestimara
la demanda haciendo las siguientes alegaciones: al resulta
laborioso entresacar del escrito de demanda cuál es el derecho
o libertad fuooamental que se designa. como vulnerado, aunque
al final se indica como itlfringido el artículo 25 en relación con
el 9.3; b) la demanda sugiere la existencia de un error iucUcif.1
oonsistente en haber aplicado una norma no vigente al tiempo
de prodUCirse los hechos, pero omitiendo toda refle::tión sobre
el sentido de la aplicación retroactiva de la norma, supone que
este error ha impedido al Magistrado apreciar en su conjunto
los 1l.echos, y en concreto suavizar el contenido de la.s sanciones
impuestas; el el recurso ofrece un motivo aparente de amparo,
que se utiliza a modo de cobertura para una pretensión de
mayor alcance, y qUe nada tiene que ver con el que habria
de' ser consecuencia natural de la hipotética infracción de los
preceptos c"onstitucionales; si el juzgador ha aplicado una san­
ción de forma retroactiva, la única asPiración legítima sería
la anulación de la 6anción, interesando su sustituci6-n por la
sanciÓn vigente; d) el artículo 25 de la CE veta simplemente
la aplicación retroactiva de normas sancionadoras, pero ·no
impone la aplicación retroactiva de la norma más favorable
como ha dicho este Tribunal Constitucional en su sentencia
de 30 de marzo de 1981, aunqUe la falta de cob1:'rtura constitu~

cianal para la retroacción de las normas en lo favorable no
excluye BU proyección efectiva como princ1Pio general de dere­
cho, que sin embargo, no es posible hacerlo valer por la vía
del proceso con6titucional de amparo; e) la sentencia Eopl:ca
el principio de que, suprimida una sanción, no debe aplicarsE"

7. El Instituto Nacional de 14 Salud solicitó. también por
medio de su representación procesal en el recurso la de~~f'stl"
mación del amparo alegando que si },jen la senl_foncia de
Magistratura ha aplicado con ef€ctQs retronctivos el E5t.atuto
de los Tra~aiadores, 10 hace no para resü'jl1gir o agraVf\r sino
para favorecer, pues las 6ancionf'~ de susp;·n5ión de em¡1leo
y sueldo se dt'jan firmes y lo que hace es sustituir In de pér~

dida de haberes por la de amonestac:.ón¡ pero es que además
el Estatuto de 106 Trahajadores no es aplical:lle al personal
estatutario de la Seguridad Social, excluido de la legislación
laboral, aunque este criterio no fue compartido por la sentt'1"cia
de Magistratura.

8. El seftorAlvarez Alvarez solicitó en BU escrito de lnter~
posición del recurso la suspensión de la ejecuciÓn.de las san­
ciones impuestas. Por providencia de fecha 216 de junio pasado
se acordó dar traslado de la petición al Ministerio Fiscal, que
no se opuso a la suspensión interesada, y al Abogado del Estado,
que solicitó se resolviera en el sentido de no haber lugar a la
misma. La Sala dictó auto con fecha 8 de julio acordando no
haber lugar a la suspensión solicitada..

. 9. Presentadas .las alegaciones, se señaló para la delibera­
CIón de este recurso de amparo el día -4 del actual mes de
noviembre. En la ses16n de este día se deliberó y votó.

TI. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

1. La demanda de amparo no se dirige contra la resolución
sancionadora de la Secretaria de Estado para la Sanidad, del
Ministerio de Sanidad y Seguridad Social, de 28 de octubre
de 1980, arno contra la sentencia de la Magistratura de Trabajo
nú~ero .~ de León, de 7 de ~ayo de .1981, que la confirma, por
estImar que la eventual leSIón de los derechos del recurrente
no deriva de aquella resolución, que aplica el Estatuto Jurídico
para el Personal Médico de la Seguridad Social (Decreto 3160/
1966, de 23 de diciembre) en términos constitucionalmente íire­
levantes, y sí de la referida sentencia, por aplicar ésÚ'l. retroac­
tivamente el Estatuto ~e los Trabajadores (Ley 811980, de 10 de
marzo). Nos hallaríamos de esta suerte ante una presunta
violación de la Constítucién (en este caso, del artículo 2.5.1 en

T('ladón con el 9.3), que tendría su origen inmediato y dirécto
en 11n acto u omisión de un órgF,no judicial. supuesto a que se
refH're al articulo 44 de la LarC.

La. deman-da de amparo considera qUe la sentencia infringe
el pnnClpio constitucional de irretroactividad de las normas
sane ionadoras no favorables, por cuanto, siendo los hechos Ean­
cionados anteriores a la entrada en vigor der Estatuto de los
Traba/adores, se les aplica éste, que resulta mas severo al su­
prinlÍr para las fij,ltas graves -la más benigna de las dos san~
clones previstas en el Estatuto Juríd'ico para el Personal de la
Segllridad Social consistente en la pérdida de remuneración de
cinco a veinte días, y dejar tan sólo vigente la más grave. la
suspensión de empleo y sueldo de un mes a un afio, con la
consecuencia de que el Juez deja de imponer la sanción más
leve que sería. posible aplicar a los hechos.

Al decir del recurrente, la infracción constitucional se Pro­
duce porque se aplica retroactivamente una disPosición sancio­
nadora del Estatuto de los 'Trabajadores, de modo que se lesiona
el principio del artículo 9.3 de la Constitución en una materia
prot.egida por el recurso de amparo como es la regulada en el
articulo 25.1 que contempla las penas y sanciones en sentido
ootncto.

2 El núcleo argumental de la demanda es, que, por error,
el Magistrado de Trabajo aplicó una norma no vigente al tiemPo
de J)roducirse los hechos y que ello le impidió apreciarlos en
su conjunto y atemperar a los mismos el contenido de las san­
ciones impuestas. Según el artículo 68.2 del Estatuto Juridico
para el Personal Médico de la Seguridad Social, las sanciones
de pérdida do remuneración y de suspensión de empleo y
sueBo se aplicarán a las faltas graves y muy graves (siendo
la suspensión para éstas definitiva), ca1endidas las circunstan·
cias del caso",. Estima el recurrente que en el de autos existen
circunstancias catenuantes"" oomo la falta de ánimo de lucro,
reconocida por la propia sentencia, que hace posible y deseable
la aplicación de la sanción consistente en la pérdida. de haberes
y no la de suspensión de _empleo· y sueldo. Sin .embargo, la
Mag_istratura se priva, segun el recurrente, de esa alternativa,
al aplicar el Estatuto de los Trabajadores, que, comó queda
dicho, excluye la sanciÓn consistente en pérdida de remunera-
ción. •

Ahora bien, este supuesto no logra BU necesaria confirma­
Ción. La sentencia del Magistrado de Trabajo ha valorado las
distintas pruebas y ha calificado los hechos acudiendo a lo que
dispone el artículo 00 del Estatuto Jurldico del' Personal Médico
de la Seguridad Social, y a estos hechos, constitutivos de ilícito
di6ciplinario, ha apli<;ado las sanciones previstas en el articu­
lo 87 de dicho Estatuto, si bien sustltuyendo la sanciÓn de
pérdida de remuneración por la de amonestaciÓn por escrito,
que en la escala de sanciones está consi:ierada como la de
menor gravedad, pues corresponde.a las. faltas leves. La susti­
tución de una sanción por la otra obedece al criterio del Ma­
gistrado de Trabajo de que es aplicable el Estatuto de los
Trahajadores, y como éste, según comprobamos ya, proscribe
la que llama cmulta de haber. (artículo 58.3J, no procede su
apb:ación y debe sustituirse por la sanción de amonestación
})<'r escrito.

11.llnpoco resulta fundado sostener que la decisión del Magis­
trad) de -Trabajo le impidió atender a las ccircunstaI!cias del
ct.so~ al imponer las respectivas sanciones. Su sentencia declara
rorr'lCt.e.. la resolución sancionadora de la Secretaría de Estado
:Pan la Sanidad, que tras co'nfigurar todos los hechos como
faJ~s graves, hizo uso de la discrecionalidad que permite la·
l.ay y sa.nciona tres de ellas· ron la sanción máxima en su grado
nún ;;1-:) (un meS de suspensión de empleo y sueldo), mientras
que a la. cuarta falta le impone la sanción inferior, también en
el g"adl) mllümo (cinco dlas de pérdida de remuneración). La
úni( a d;:"oere,-ncia consiste en ·que, suprimida por el Estatuto de
los Trabajadores la sa.nci6n de pérdida de haberes, se le
aplica en !'Su lugar la !>anció!l inferior prevista. El Estatuto de
los 'f'rabajadcre,q se 11", &pli~do' pa.:ra rebajar la sanción inferior
porque ya no es lícitl'., y s11& lIuperior se ha mantenido es por­
qUe el Juez la, considera adecuada. haciendo expresa referencia
al "examen detenido de todRB las circunst&.nci!ls concurrentes.,
entre las cuaies figura el que no hubo .cá,nimo de lucro.- por
parte del actor, nI cpe-rjuicio m&.túrial valorable para la Entidad
demandada..; todo ello a! margen del Estatuto de los Trabajado­
res, qUe deja, vigente tal sanc16n.

Por consiguiente, el Magistrado de Traba10 no ha aplicadO
retrnactivamente norma alguna en lo que toca & 16 calificación
de las faltas cometidas 'Y sancionadas por !a Secretaria ne Es­
tado para la Sanidad; y, lo que es más, ha aceptado y man­
tenido en sus mismos térmJnos, sin modificación allnlDa. la
relificación hecha por ésta -de conformidad 'COn lo preceptuado
en el artículo 66.3 del Estatuto JUrídico para el Personal Médico
d'e la Seguridad Social, que de ningún modo se ve afectado por
la posterior promulgación del Estatuto de los Trabajadores.

3. Tampoco hay aplicación retroactiva de una norma pos­
terior desfavorable, al mantener el Magistrado de Trabaio las
tres sahciones de suspensión de empleo y sueldo impuestas por
la autoridad administrativa, pues tales sanciones son las -pre­
vistas por el mencionado Estatuto Jurídico del Personal Médfco
de la Seguridad Social en su grado mínimo (artículo 681. Es bien
cierto qUe la interdicción en el Estatuto de los Trabaiadores
(articulo 58.:n de las sanciones consistentes en pérdida de ha­
bere,;, consideradas precisamente más severas en términos ob­
ietlv,::ls que las de suspensión de empleo y sueldo, puede impli·
car jesde el punto de vista subjetivo un endurecimiento del
n'gir'l"n ~lcionador existente, perO ese efecto más dc~avorable
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de la norma posterior s610 se porduciria cuando, a consecuen­
cia de ella. se hubiera sustituido por la sanción de suspensión
de empleo y sueldo una. anterior de pérdi~8 de haberes, lo Que,
manifiestamente. no es aquí el caso, temendo por tanto el ca­
rácter de simple .obiter dictum- la referencia QUe el Magis­
trado de Trabajo hace en su sentencia !l la supresión de las
sanciones de esa. naturaleza.

La única aplicación retroactiva del Estatuto de los Trabaja­
dores es. en consecuencia; la que se ha hecho para sustituir la
única de las sanciones impuestw!I QUe resultaba incompatible
con él. Tal sustitución no se ha hecho, sin embargo. agravando
la sanción, sino, por el contrario. impOniendo a una fe.lta ca­
lificada ae grave una sanción na de amonestación} puesta-s610
para. faltas leves. Ni la corrección 1uridica de esta sustitución
en la. sanción sin cambio en la calificaci6n. ni, en general, la
aplicabilidad. del Estatuto de los Tmooja.dores al personal médico
de la Seguridad Social. son cuestiones debatidas en el presente
recurso y sobre las que este Tribunal haya de pronunciarse.
La única cuestión sometida a nuestra decisi6n ha sido la de la
a.legada lesión del derecho R'arantizado por el articulo 25.1 de
la Constitución en relación con el artículo 9.3 de la misma. con
la Declaración universal de derechos humanos y con Tratados
y Acuerdos internacionales sobre derechos humanos y libertades

fundamentales ratificados por España; y es claro que en modo
alguno puede consid.erarse producida tal lesión cuando por obra.
de la aplicación retroactiva de una norma se impone a una falta
grave la sanción puesta para las faltas leves. En el caso_ pre­
sente, no se 'ha produCido aplicad6n retroactiva de norma des­
favorable, de modo qUe no se ha violado la norma constitu-·
ciona! alegada ni derecho alguno del recurrente.

FALLO

En atención a tOdo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AU10RíDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidida:

Denegar la demanda de amparo formulada por don Leonardo
Alvarez Alvarez.

Publiquese esta sentencia en el .Boletín Oficial del Estado-,
Madrid. 11 de noviembre de 1981.-JerÓnimo Arozamena Sie­

rnl.-Francisco Rubio Llorente.-Francisco Tomás y Valiente.­
Plácido Fernández Viaga.s.-Antonio Truyal 5erra.-Finnados f
rubricados,

SENTENCIA

lB siguiente

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel Gareta-Pelayo y Alonao, Presidente; don Jerónimo Aro­
zamena Sierra, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña
Gloria Begué Cantón, don Luis Díez Picazo, don Francisco To­
más y Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel
Escudero del Corral y don Plácido Fernández Viagas, Magistra­
dos, h~ pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso' de inoonstitucionalldad., númoco de registro 185/
1981. promovido por el Presidente del Gobierno, reprBsentacto
por el Abogado del Estado, contra la Ley de la Comunidad
Autónoma del Pals Vasco número 211981, de 12 de febrero, sobre
.reconocimiento de derechos de inviolabilidad e inmunidad de
los miembros del Parlamento Vasco-, en el que ha. comparecido
el Gobierno Vasco, representado por el Abogado don Ja.vier Ma­
dariaga ZamaUoa, y el Parlamento Vasco, representado por el
Procurador don Juan Corola López-Villamil, y, siendo Ponente
el Magistrado don Manuel Díez de Vela.sco Vallejo.

d) No es cierto que el ..suplicatorio- sea un requisito con­
natural de la prerrogativa de la inmunidad· parlamentaria, ya
que exista una gran diversidad de regímenes de derecho positivo
y la Justificación doctrinal de la institución es bastante débil,
con lo que no debe considerarse casual la omisión de la técnica
aludida en el Estatuto Vasco.

e} La inmunidad de los miembros del Parlamento Vasco
consta, según su Estatuto, de un elemento menos que la que
la Constitución regula para Diputados y Senadores, pero no por
ello deja de seguir representando una: considerable prerrogativa
frente a los ciudadanos corrientes,

tJ No puede afirmarse la supletoriedad del Reglamento del
Parlamento Vasco por parte del Reglamento del Congreso de
los. Diputados, ya que su condición de ordenamiento interno le
inhabilita para extender su aplicación fuera de la institución que
se autonorma. de manera que la remisión que hace la dispo­
sición transitoria La del Estatuto de Autonomía debe entenderse
referida exclusivamente a los extremos considerados en dicha
disposición: convocatoria del Parlamento Vasco tras las eleccio­
nes, constitución de la Cámara, votación para elegir Presidente
del Gobierno Vasco; todo ello con el fin de evitar el vacío en
los momentos inaugurales de la institución parlamentaria au­
tónoma.

g) La. invocación del artículo 149, número 3, de la Constitu­
ción está fuera de lugar, ya que siendo una norma del resolu­
ción de conflictos, por razón de competenci9.,entre el Estado y
las Comunidades Autónomas, ningún apoyo puede prestar en
este caso. pues en él no concurre ninguno de los presupuesV>1I
contemplados por aquélla.

B. La Ley impugnada -continúa el Abogado del Estado­
se separa de la regulación contenida en el artfculo 26 del- Es­
tatuto de Autonomía del País Vasco', aproximAndose en algún
aspecto a la formulación del artículo 71, numero 2, de la Cons­
titución y superándolo en otros mediante la acogida de la re­
gulación contenida en f'll Reglamento del Congreso, con lo que
con ambas desviaciones se produce .una modificación dI'! la
norma estatutaria., que es una norma aprobada con el caráctW"
de Ley OrgAnica.

El artículo 26 del referido Estatuto otorga a la inviola.bilidad
el alcance clásico. mientras que la inmunidad viena confi?;'...rada.
con base en dos elementos: la protección del parlamentario
frente a la detención gubernativa. salvo ..in nagrantia- y el
otorgamiento a aquél del privilegio de .fuero-. Diseño diferente
del que la Constitución hace en el artículo 71 para Diputados y
Senadores,·sin dejar de ser por ello una prerrogativa importante,
ya que la reterida norma protege frente a la detención arbi­
traria o apresurada por la autoridad gubernativa.

C. La Ley impugnada se ha dictado -en opinión del repre­
sentante del Gobierno- para ahondar en el .privilegio de b in­
munidad, ya que extiende a los miembros del Parlamento Vasco
la necesidad do autorización previa de la Cámara que el artícu­
lo 71 de la Constitución prescribe para Diputados y Senadores.
No habiendo previsión alguna en la norma constitucional sobre
la situación de prerrogativa de los miembros de las A~ar1 ()lcas
legislativas de las Comunidades Autónomas no es pcslbl~ ide­
Tirias por un proceso de raciocinio, máxime cuando lo prop¡.? de
las situaciones de excepción es ser interpretadas restrir.!iva·
mente, de acuerdo con el a.rtfculo 4, número 2, del Código Civil.

Aun siendo muy discutible que el Estatuto de Autonomía
pudiera regular las prerrogativ88 de los miembros del.- Parlamen­
to Vasco, dado el silencio constitucional sobre la cuestión y
las consideraciones apuntadas sobre 188 normas excepcionales,
lo que ya resulta inadmisible es que por una Ley como la im­
pugnada se pretenda ahondar en la desigualdad que todo pri­
vilegi-o -y la. huIda del Derecho Penal común tiene este carác­
ter- entrafia.

D. La Ley impugnada infringe también. en otro sentido -se­
gún el Abogado del Estado-, al artículo 26, número 6, del Esta­
tuto de Autonomía en la medida en que la competencia que en

PleM. Recur.tO d. inconstitucionalidad número
185/1981.-Sentencia de 12 de noviembre d4J .1961.26833

1. ANTECEDENTES

1. Por escríoo presentado el ella 22 de Junio de 1981, el Aboga­
do del Estado, en la representación que ostenta de conformidad
con el artículo 82 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio­
nal, interpuso ante este Tribunal recurso de inconstitucionaUd.6d
contra la Ley de la Comunidad Autónoma del País Vasco nú­
mero 2/1981, de 12 de febrero, sobre reconocimiento de derechos
de inviola.bilidad e inmunidad de los miembros del Parlamento
Vasco, publicada en el .Boletín Oficial del País Vasco_ corres­
pondiente al día 21 de marzo de 1981.

En dicho escrito se solicita que se dicte sentencia declarato­
ria de la inconstitucional1dad y consiguiente nulidad de 1&
referida Ley en su integridad -todos los artículos y la dispo­
sición adicional de la misma- por infracción de los siguientes
preceptos; artículo H, en relación c;on los artículos 53. número 1
y 81 Y 149, número 1, 1.- Y 6.a, y 117, números 3 y 4, todos ellos
de la Constitución y articulo 26 del Estatuto de Autonomia del
País Vasco.

Se invoca, por ·otro lado, el artículo 161, número 2, de la
Constituci6n, en relación con el artículo 30 de la. Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional. a los efectos de suspensión de la
aplicación de la Ley impugnada.

Los argumentos aducidos por el Abogado del Estado en apoyo
de su pretensión son, en síntesis. los siguientes:

A. En relación con las proposiciones que en el preámbulo
de la Ley impugnada invoca el legislador vasco como funda­
mento de su competencla el representante del Gobierno entiende
que: .

a} La pertenencia de 188 Comunidades Aut(momas como par­
te integrante del Estado no legitima a aquéllas para pretender
el privilegio en grado sumo,

bJ Las Asambleas legislativ88 de las Comunidades Autóno­
mas no pueden pretender igual rango que las Cortes Generales,
pues si bien son órganos de relevancia constitucional, no son
órganos soberanos. y aun admitiendo la igualdad de ranga en­
tre unas y otras no pueden olvidarse las diferencias por razón
de la respectiva competencia.

c} Los miembros del Parlamento Vasco no ejercen las inis­
ma.s funciones de los Diputados y Senadores de las Cortes Ge­
nerales, sino lu que derivan de su Estatuto de Autonomía.


